L. 344. XLVI.
Loza, Sibiarde c/ Estado Nacional y otros s/
contencioso administrative.

Gorte Sfpwoma do , Juslicias d los Neoitn.
Gﬁﬂ%oaéam(ﬁ%%nuhwubnwnb

Buenos Aires, 2 de Jvlfo de 2ol

Vistos los autos: “Loza, Sibiardo ¢/ Estado Nacional vy

otros s/ contencioso administrativo”.

Considerando:

Que esta Corte comparte los fundamentos y conclusio-
nes del dictamen de la seflora Procuradora Fiscal de la Nacién, a

los que cabe remitirse en razbébn de brevedad.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y
se deja sin efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los

autos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda,

lo. Notifiquese y remitase.

/, f/'

ELENA!. HIGHTON de NOLASCO

B b o

CARMEN M. ARGIBAY

se dicte un nue

/
==

RICARDO LUIS LORENZETT!

ENRIQUE S. PETRACCHI




Recurso extraordinario interpuest¢ por el Estado Nacional ~ Ministerio de Jus-
ticia y Derechos Humanos — Direccién Nacional de Propiedad del Automotor y de
Créditos Prendarios, demandado en autos, representado por el Dr. Carlos Daniel
Lencinas.

Traslado contestado por Sibiardo Loza, actor en autos, representado por el Dr.
Julio Isidro Altamira Gigena, en calidad de apoderado, con el patrocinio le-
trado de la Dra. Carolina Altamira.

Tribunal de origen: Céamara Federal de Apelaciones de Cérdoba, Sala A.

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado de Federal Primera Instancia
de Bell Ville, provincia de Cérdoba.



LOZA SIBIARDO C/ ESTADO NACIONAL Y OTROS p/ contencioso
administrativo : , (RECURSO EXTRAORDINARIO)

'S.C.,L 344, LXLVIL - :

Suprema Corte:

I-

A fs. 235/238, la Cé4mara Federal de Apelaciones de Cérdoba
—sala Civil N° II— rechazé el recurso de apelacién interpuesto por la
representacién juridica del Estado Nacional y confirmé la resolucién de la
anterior instancia que acogi6 la demanda entablada por el sefior Sibiardo Loza en
contra del Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos-
Direceién nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad y de Créditos
Prendarios) y:declar6 la nulidad de los actos administrativos que lo intimaban a
gjercer la 6pcxén de cobro de uno de los emolumentos —suéldo o jubilacién—
ante’la posibilidad de hallarse incurso en una de las causales de incompatibilidad
detérrhindda en el decreto 894/01.

Para- decidir de -ese modo, el tribunal sostuvo que: &) la
funéib.ﬁ' .de los encargados de registro no constituye una relacién de empleo
phblico sino‘que éstos realizan un cometido piblico con su propia organizacién y
cobran’ un‘-emolumento que nc; es estrictamente salario que proviene de lo
recaﬁﬂa,do en el registro por las gestiones que los particulares allf realizan; l:;) Ia
finalidad del decreto 894/01 es evitar el cobro de dos emolumertos —uno en
concepto de retiro y otro remunerativo— provenientes ambc;s del erario piiblico,
lo que no sucede en el sub lite donde los ingresos en el registro son las tasas que
abonan los administrados y sélo los fondos restantes —excluidos los gastos. de

funcionamiento y el emolumento del encargado de registro— pasan al peculio

publico.

N 5 O
Disconforme, el Estado. Nacional (Ministerio de' Justicia,
Seguridad y Derechios Hun'1anos) interpuso el recurso extraordinario obrante a fs.
242/261, el que fue concedido por haberse involucrado la interpretacién de



normas de cardcter federal y denegado por la causal de arbitrariedad (fs.
273/274), sin que se dedujera la respectiva queja, razén por la cual esta instancia
queda abierta en la medida que la otorgé el a quo.

. Se agravia porque la Cémara efectia una interpretacién
arbitraria del régimen de incompatibilidades por acumulacién de cargos previsto
en los decretos 8566/61, 9677/61 y sus modificatorios, en especial el decreto
894/01 al concluir que el espiritu del decreto citado en 1ltimo término era la
incompatibiiidad de percepcién de dos emolumentos que provinieran ambos de
la§ arcas estatales’ cuando la correcta inteligencia es la bhsqueda del
ordenamiento, del mercado laboral en cuanto desalienta la concentracién del
empleo piiblico-en quieries tengan otra fuente de ingresos. |
_ Asirmismo, sostiene que el tribunal hace una errdnea
tipificacién dela reiéc_i_éh entre los encargados de registros y el Estado Nacional
al resolver .que: se -trataba de particulares, asimilando su vinculacién a una
concesién de servicio pliblico, en gjercicio de una competencia publica que no
genera relacién .de ;empleo publico —y que, por ende, no configura uné
incompatibilidad funcional— desde el momento en que por decreto 2265/94 se
dispuso que los ericargac}oé de registro eran funcionarios piiblicos.

Por otro lado, afirma que al fijar la incompatibilidad entre un
haber jubilatorio y una contraprestacién de empleo publico, la norma no hizo
distinciones €n funcién del carcter estatal o plblico no estatal del ente u
organismo administrador de! respectivo régimen previsional sino que se refiri6 a

“cualquier” régimen de previsién de la esfera nacional, provincial o municipal.

-

A mi modo de ver, las objeciones del recurrente suscitan
cuestién federal, pues se halla en tela de juicio la inte;rpretacién de normas de esa
{ndole y la decisién de la alzada ha sido contraria al derecho en que aquél se
fund6 (art. 14, inc. 3°, ley 48) (doctrina de Fallos: 321':169).



Pocuracisi ?W o b oNacidn

Es preciso resaltar que, encontrindose en discusién el alcance
que cabe asignar a una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra
limitada en su decisidn por los argumentos de las partes o de la c4mara, sino que
le incumbe realizar una declaracién sobre el punto disputado (Fallos: 311:2553; .
:314:529; 3 16:27; 321:861, entre muchos otros).

V-

Sentado lo anterior, conviene destacar que no existe
cohtr;ovc_arsié en la causa en cuanto a que el actor es encargado de un Registro
Seccional dél Registro Nacional de la Propiedad Automotor y de Créditos
Prendanos Y; 8 su vez, que reviste la condicién de jubilado y cobra la prestaclén
como-tal de Ia Caja Notarlal de la Provincia de Cérdoba.

La cuestién a dlluclda.r radica, entonces, en definir, por un
lado, si a los encargados ‘de registros seccionales so les ‘aplica el régimen de-
inci_)mpgtibiﬁdades por acumulacién de cargos previsto en los decretos 8566/61,
9677/61. ¥ sus modificatorios y por el otro, si dicho régimen —en especial,
decreto 894/01— se refiere s6lo al cobro incompatible de dos emolumentos, uno
prev:slonal y otro remunerativo, ambos de origen estatal.

Respecto del primer punto, en fecha reciente V.E., por
sentencia del 29 de junio de 2010, compartié los fundamentos de este Ministerio
Piiblico en la causa L.502.XLIV “Longombardo, Marta Cristina y otro ¢/ EN-
M?° J-DNRA y Créditos Personales s/ amparo ley 16.986” —dictamen del 2 de
febrero de 2009— a los que me remito en hono; a la brevedad, en los que se dijo,
en sfntesis, que los encargados de registro estén alcanzados por las disposiciones
del régimen del decreto 8566/61, sus modificatorios y complementarios. .

‘Con relacién al segundo tépico, resulta conveniente
transcribir el art. 1° del decreto 894/01 que establece la incompatibilidad entre el
cobro de un haber'previsilonal ¥ la percepcién de remuneracién por cargo en la

funcién piblica: “Incorpérese como Gltimo pérrafo del articulo 1° del Capitulo I



—Incompatibilidades— del Régimen sobre Acumulacién de cargos, funciones
y/o pasividades para la Administracién Ptiblica Nacional aprobado por Decreto
N° 8566/61 y sus modificatorios el siguiente texto: ‘El desempefio de una
funcién o cargo remunerado o prestacién cohtractuai con o sin relacién de
dependencia, bajo cuaiquier modalidad en la Adinix;tistaéién Publica Nacional,
es incompatible con la percepcién de un beneficio previsional o haber de retiro
 proveniente de cualquler régimen de previsién nacional, provincial o mun'icipal.
La referida incompatibilidad se aplicard con independencia de las excepciones
especificas que.sé hayan-dispuesto o se dispusieren respecto del presente decreto,
sus modificatorios y 'cdmplementarios’;' (la cursiva no es del original).

- De la-sola lectura de la disposicién entiendo que ellas no
perrrﬁteﬁ" aﬁ'.fmaf que el habér jubilatorio del actor, .por provenir de la Caja
Notarial de la.Provincia‘de Cérdoba, esté excluido del régimen. Ello asf, asiste
razén al recurrétite en cuanto afirma que el decreto 894/01 incluye a todos los -
regimenes pfevis'iél‘iales,en la incompatibilidad de cobro de un haber por cargo
en la funicién pﬁbiiéa;’p'oi'que cuando el legislador quiso excluir alguna situacién
de las p.r‘evisionés_ge su régimen lo hizo expresamente (caso de ex combatientes
de Malyinas y ,pehsionés por fallecimiento). Resulta, entonces, aplicable la
doctrina de V.E. en puntd a que donde la ley no distingue, no cabe hacerlo (conf.
Fallos: 333:735, entre ﬁuchos). ’

Ello es asi, siempre-segiin mi punto de vista, porque tal
exclusién, en el sub lite, no surge ni expresa ni implicitamente del régimen en
anélisis. '

V-
| Opino, por tanto, que corresponde revocar la sentencia de fs.
235/238 en cuanto ha sido materia de recurso extraordinario.
‘Buenos Aires,Z5 de noviembre de 2010.
ES COPIA' LAURA M. MONTI




